
INEXISTENCIA DE VULNERACIÓN/ Improsperidad de la tutela al presentarse una situación fáctica que no concuerda con la realidad 

“(…) de lo que se queja el demandante es de que el Juzgado terminó el asunto bajo la aludida figura jurídica del desistimiento tácito, y ello carece de veracidad, como da cuenta la funcionaria demandada y lo reflejan los documentos remitidos (…) dado que el asunto se encuentra a despacho para proferir sentencia; es decir, que no se advierte la trasgresión denunciada.”

ACCIÓN DE TUTELA/ No es un medio para elevar quejas disciplinarias/ Improsperidad cuando no se acredita la vulneración alegada

“(…) Como eso es  así de claro, no corresponde a esta Colegiatura definir cuestiones que son de carácter disciplinario, que es a lo que se refiere la aludida ley, y para formular la denuncia que estime pertinente tiene el accionante abierto el camino bien ante el superior funcional de la Defensoría acusada, o bien ante la Procuraduría General de la Nación.  

(…) no se ha demostrado que para promover la presente acción, el señor Arias Idárraga hubiese elevado alguna solicitud y se le hubiera negado; y no podría pensarse que se trate de cualquier gestión genérica realizada con anterioridad, pues eso implicaría (…) que habría más de una tutela por los mismos hechos y derechos, contra una sola entidad, como parece ser que ya ocurre (...) Adicionalmente, si no se entendiera que el reclamo tiene que ver con este específico asunto, se llegaría al absurdo de una acumulación de pretensiones contra dos sujetos completamente diferentes, por hechos que no tienen la más mínima conexidad y en la búsqueda de unas declaraciones distintas respecto de cada uno.”  
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Acta N° 186 de abril 26 de 2016
Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito local, a la que fueron vinculados las Defensorías del Pueblo Regionales Pereira y Caldas, el Ministerio Público, el Banco BBVA y la Alcaldía Municipal de Pereira.
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, actuando en su propio nombre, presentó acción de tutela contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de eta ciudad, en la que aduce la violación de los derechos “al debido proceso, la igualdad y la debida administración de justicia”, cuya protección depreca. Pide, además, que en relación con la acción popular radicada al número “2015-66” se ordene dar trámite inmediato; se escanee copia de su tutela y del fallo a un correo electrónico; se expidan copias de todo lo actuado; se anexen copias de la tutela a la acción popular; darle trámite a la acción de tutela contra la Defensoría del Pueblo de Caldas, por negarse a impetrar tutelas a su nombre, y se ordene a la accionada aportar copia  de todos los documentos que solicitó como pruebas.
 



Dijo en su escrito que promovió la referida acción popular y la parte demandada la rechaza bajo el desistimiento tácito, figura que es inexistente en la Ley 472 de 1998; se pretende terminar la demanda de una manera ajena a ley, aun cuando debe ser de impulso oficioso.
Se dispuso el trámite respectivo y la vinculación del Ministerio Público, las Defensorías del Pueblo Regionales Risaralda y Caldas. Luego, el accionante, solicitó “NULIDAD DE TODO LO ACTUADO Y PIDO CORDIAL Y COMEDIDAMENTE DAR APLICASION (sic) INMEDIATA AL AUTO 100 DE LA HONORABLE CORTE CONSTITUCIONAL A FIN DE TRAMITAR MIS TUTELAS DE MANERA INTEGRAL”.

 La titular del Juzgado accionado precisó que el expediente al que hace referencia el actor popular no se ha terminado por desistimiento tácito, pues, de hecho, se encuentra a despacho para dictar sentencia, y remitió copia de lo concerniente. 
La Procuradora Regional de Risaralda se pronunció en el sentido de que su labor en estos asuntos es velar por los derechos colectivos en juego.
La Defensora del Pueblo de Caldas, previo reproche del actuar del demandante que ha generado una congestión judicial, en contravía de lo prevenido por el numeral 1º del artículo 95 de la Constitución Nacional, dio cuenta de la gestión de esa entidad tendiente a prestarle asesoría, no solo en la presentación de acciones constitucionales, sino en peticiones relacionadas con la supuesta inseguridad de la cual aduce ser víctima; señaló que se le ha orientado acerca de que la interposición de esta clase de acciones debe realizarse como ultima ratio, pero manifiesta que “QUIERE CONGESTIONAR EL SISTEMA JUDICIAL DEL PAÍS”, al punto que contra esa entidad ha presentado alrededor de 295 acciones de tutela por los mismos hechos, en un claro abuso de los derechos que la Carta otorga a los ciudadanos; que eliminado el incentivo que contemplaba la Ley 472, el mecanismo para obtener un considerable provecho económico son las costas y agencias en derecho; que solicita defensores para la promoción de acciones de tutela y también para procesos ejecutivos tendientes al cobro de aquellas y, por ello, dado el evidente carácter económico pretendido y el ánimo de congestionar los despachos judiciales, es que la entidad no coadyuva la presentación de sus acciones, ni las presenta en su nombre; finalmente, estima que el accionante actúa con temeridad y mala fe. 

Con posterioridad, se produjo la vinculación del Banco Bilbao Vizcaya Argentaria SA y del Municipio de Pereira.
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

  



En el caso presente, se acude en procura de los derechos fundamentales “al debido proceso, igualdad y debida administración de justicia”, bajo la premisa de que la parte accionada, quien tiene a su haber la acción popular arriba anunciada, decidió ponerle fin bajo la figura del desistimiento tácito, lo que, afirma, no es procedente dentro de una acción constitucional como esa.

   



Sin embargo, con la información suministrada por el despacho judicial demandado sobre esa puntual situación, sobran mayores esfuerzos para definir que el amparo propuesto está llamado al fracaso, pues si una acción de esta estirpe, como se anunció, tiene como objetivo la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando se vean resquebrajados por acciones u omisiones de parte de quien se demanda, en el caso concreto, no hay de dónde colegir una situación semejante, sencillamente, porque de lo que se queja el demandante es de que el Juzgado terminó el asunto bajo la aludida figura jurídica del desistimiento tácito, y ello carece de veracidad, como da cuenta la funcionaria demandada y lo reflejan los documentos remitidos (f. 10 y 11), dado que el asunto se encuentra a despacho para proferir sentencia; es decir, que no se advierte la trasgresión denunciada.

  



Así que la queja constitucional corresponde a una cuestión inexistente, que cae de su propio peso y en la cual, con un tanto de diligencia de parte del demandante, bien pudo percatarse de ello y evitar la promoción de una demanda abiertamente infundada.
    



En cuanto a que se escanee copia de su tutela y del fallo a su correo electrónico, se tiene que de todo lo actuado se le envía al demandante copia al correo electrónico suministrado para recibir notificaciones personales.  A su costa se expedirán las copias físicas requeridas.

  



En lo que atañe a la petición contra la Defensoría del Pueblo de Caldas, se tiene que su pretensión es concreta, que se determine “si posiblemente viola ley 734 de 2002 al negarse a impetrar tutelas a mi nombre y se le ordene cumpla su función deber…”. Como eso es  así de claro, no corresponde a esta Colegiatura definir cuestiones que son de carácter disciplinario, que es a lo que se refiere la aludida ley, y para formular la denuncia que estime pertinente tiene el accionante abierto el camino bien ante el superior funcional de la Defensoría acusada, o bien ante la Procuraduría General de la Nación. 

  



Más aún, en el caso concreto no se ha demostrado que para promover la presente acción, el señor Arias Idárraga hubiese elevado alguna solicitud y se le hubiera negado; y no podría pensarse que se trate de cualquier gestión genérica realizada con anterioridad, pues eso implicaría, como ya lo ha dicho esta Sala en otras ocasiones, que habría más de una tutela por los mismos hechos y derechos, contra una sola entidad, como parece ser que ya ocurre, según la respuesta, en la que se aduce que hay 295 acciones de tutela en contra de la Defensoría. Adicionalmente, si no se entendiera que el reclamo tiene que ver con este específico asunto, se llegaría al absurdo de una acumulación de pretensiones contra dos sujetos completamente diferentes, por hechos que no tienen la más mínima conexidad y en la búsqueda de unas declaraciones distintas respecto de cada uno.

  



Por tanto, se absolverá a dicha Defensoría y a las demás entidades involucradas.

Finalmente, se negará también la solicitud de nulidad de todo lo actuado (f. 8), como quiera que no se anuncia sobre qué causal se cimienta la misma; en cuanto al trámite integral de la acción de tutela, es incomprensible su petición, si bien se ha ajustado a los mandatos legales. 

DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, NIEGA el amparo impetrado, así como las demás pretensiones, incluida la solicitud de nulidad, elevadas por Javier Elías Arias Idárraga, contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito local, en esta acción de tutela a la que fueron vinculadas las Defensorías del Pueblo Regionales Risaralda y Caldas, el Ministerio Público, el Banco BBVA y la Alcaldía Municipal de Pereira.
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Una vez regrese el asunto, si el fallo no fuere objeto de alzada, ni revisado, se dispone el archivo del mismo, sin trámites adicionales.

Los Magistrados,

 



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS   
          DUBERNEY GRISALES HERRERA
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